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“España es un gigante económi-
co con pies de barro sociales”.
Esta advertencia del economista
Vicenç Navarro resume las alar-
mas de las organizaciones de ca-
ridad ante los desastres que está
causando la crisis en cientos de
miles de hogares españoles. En
2008, Cáritas atendió a un 50%
más de personas que en 2007 y
ahora las peticiones de alimen-
tos y artículos básicos aumen-
tan el 89,6%, y un 65,2% las ayu-
das para hacer frente a alquile-
res o hipotecas. Los mismos in-
crementos están registrando las
cocinas económicas de las Hijas
de la Caridad o el Banco de Ali-
mentos en sus múltiples sedes.
En la España que “va bien”, hay
gente que no tiene para comer y
ha de esperar hasta cinco meses
a que la Administración Pública,
en sus diferentes niveles, le con-
ceda las ayudas a las que tiene
derecho por ley.

Buena parte de las personas
atendidas por las organizacio-
nes católicas de caridad acudie-
ron antes a los servicios sociales
públicos, sin resultado alguno. A
veces, son estos servicios públi-
cos quienes, desbordados o sin
presupuesto, envían a esas per-
sonas a las ONG, para que les
atiendan. “Es una grave dimi-
sión de responsabilidades”, la-
menta el secretario general de
Cáritas, Silverio Agea. El 52% de
las personas que atiende Cáritas
han sido derivados desde los
ayuntamientos. “Cáritas tiene el
compromiso de fe para atender
a estas personas, pero quienes
tienen la obligación son las ad-
ministraciones públicas, que
son quienes administran nues-
tros impuestos”, sentencia.

Al profesor Navarro, catedrá-
tico de Políticas Públicas en la
Universidad Pompeu Fabra, en
Barcelona, las quejas y denun-
cias de Cáritas no le han sorpren-
dido. Lleva años advirtiendo con-
tra las mentiras que escondía la
reiterada presunción de que “Es-
paña va bien”, proclamada sin
rubor por gobernantes de todos
los colores ideológicos. “Cáritas
añade su voz a una larga lista de
documentos que muestran las
enormes insuficiencias del gas-
to público social en España y en
cada una de sus comunidades
autónomas. Aunque nuestro
país ha hecho grandes avances
en las áreas económicas, esta-
mos todavía muy retrasados en

las áreas sociales. En realidad,
treinta años después de haber
terminado la dictadura (que se
caracterizó por su enorme insen-
sibilidad social), España conti-
núa estando a la cola del gasto
público social por habitante en
la UE-15 (el grupo de países de
semejante desarrollo económi-
co al nuestro)”, reitera de nuevo
Vicenç Navarro.

Silverio Agea, de Cáritas, coin-
cide en el análisis. Pese a la in-

tensidad de la crisis, “los fondos
públicos para ayudas básicas es-
tán este año en el mismo nivel
que en 2007”. Agea concluye re-
clamando un “pacto de Estado”
para cubrir a todos los necesita-
dos en todo el territorio nacio-
nal, sin diferencias entre autono-
mías.

Cáritas acaba de publicar un
informe elaborado por los exper-
tos Miguel Laparra (Universi-
dad Pública de Navarra) y Luis
Ayala (Universidad Rey Juan
Carlos) sobre el sistema de ga-
rantía de ingresos mínimos en
España y la respuesta urgente
que requiere la crisis social. El
trabajo incide en que el sistema
de protección español está “sie-
te puntos por debajo de la Unión
Europea”. Será remitido a los
grupos parlamentarios y al Go-
bierno porque, como explicó
Agea, “Cáritas tiene el objetivo
de complementar los servicios
públicos, no de sustituirlos”.

Primeras horas en una de las
468 oficinas de Cáritas en la dió-

cesis de Madrid. Acaba de entrar
una muchacha. Tiene 28 años,
pero aparenta menos. Llega con
dos chiquillos. Vive en la barria-
da de Carabanchel y acaba de
quedarse sin casa. Tampoco tie-
ne trabajo. Y ha perdido, ade-
más, al padre de sus hijos. Se ha
marchado. Nada, no tiene nada.
La mujer parece asustada, como
un perrito apaleado. Ha acudido
antes a las puertas del Estado.
En realidad, llega a Cáritas remi-
tida por los servicios sociales mu-
nicipales. Es evidente que tiene
derecho a una atención urgente,
de emergencia, por parte de la
Administración autonómica o
municipal (una vivienda de inte-
gración, la renta social básica, el
llamado salario social, etcétera),
pero los servicios públicos están
saturados. Ahora mismo, tardan
meses —un mínimo de dos, a ve-
ces más de cinco meses— en tra-
mitar esas ayudas, así que la pro-
pia trabajadora social ha toma-
do la decisión de remitir el caso
a Cáritas.

La situación se repite miles
de veces en toda España. “Es el
pan nuestro de cada día”, lamen-
ta Carmelo Corada, de Cáritas
Bilbao. “Nosotros llegamos a
donde podemos, pero no pode-
mos con todo”, añade. La mayo-
ría de las veces, el problema no
es el dinero, sino la burocracia.
“Esas personas tienen derecho a
las ayudas oficiales, que termi-
nan cobrando. Pero la adminis-
tración tarda meses en dar una
respuesta, así que nos piden
que, mientras tanto, solucione-
mos la emergencia y adelante-
mos el dinero. Hemos pedido a
la Administración que busque
las respuestas adecuadas. No
puede funcionar ahora con los
mismos medios y los mismos es-
quemas”, sentencia Corada.

“Los trámites de las ayudas
públicas para estos casos de
emergencia (también para las
tramitaciones ordinarias) son
desesperantes. A veces, la perso-
na en apuros debe esperar un
mes para ser escuchada (lo lla-
man “cita previa”), y otros tres o
cuatro meses (ahora, incluso
más), hasta que la burocracia to-
ma una determinación, casi
siempre favorable. Pero hay que
comer cada día, o hay que pagar
el alquiler, así que acuden a no-
sotros, que podemos decidir en
cada comento. A veces son las
propias trabajadoras sociales
del Ayuntamiento las que nos lla-
man con la recomendación. Es

verdad que lo normal es que nos
repongan ese dinero, pero el pro-
blema no debe resolverse así.
Cuando llegan a nosotros, esas
personas están enfadadas por
tanto vete allí o vete allá. Están
angustiadas y se enfadan. Es nor-
mal. Los trámites administrati-
vos deben cumplirse bien, pero
no puede ser que se prolonguen
durante tanto tiempo”, lamenta
el dirigente de Cáritas Bilbao.

A la muchacha de Caraban-
chel que llegó con sus dos críos
la atendió personalmente Con-
cha García, coordinadora técni-
ca de Cáritas Madrid. “Nos preo-
cupa el número creciente de per-
sonas que llegan a nosotros en-
viados por los servicios sociales
públicos. Pueden representar el
54%, incluso el 56%”, afirma.

La mañana en que atiende la
llamada del EL PAÍS, Concha
García ha asistido a una reunión
en la sede de Cáritas con la con-
cejala de Familia y Asuntos So-
ciales en el Ayuntamiento de Ma-
drid, Concepción Dancausa. Bus-
can solución a situaciones que
les han desbordado de manera
espectacular. Un dato: en Ma-
drid, la tramitación de las ayu-
das de renta mínima de inser-
ción se demora muchas veces en-
tre cuatro y diez meses”. “Horri-

ble”, exclama la persona que fa-
cilita la información, con lujo de
detalles, a este periódico.

En la visita de la concejala
Dancausa a Cáritas, los datos
quedaron encima de la mesa. Cá-
ritas Madrid se extiende en una
red de 468 parroquias (91 en zo-
nas rurales). También adminis-
tra dos edificios con 120 vivien-
das de integración. Sin embargo,
el dato que afea toda posible
comparación con los servicios so-
ciales públicos tiene que ver con
el esfuerzo humano movilizado:
Caritas cuenta con 6.693 perso-
nas (6.538 voluntarios y 155 con-
tratados), frente a los apenas
600 trabajadores sociales del co-
losal Ayuntamiento de Madrid.

Según el economista Vicenç
Navarro, marcadamente social-
demócrata —vivió algunas déca-
das exiliado en Suecia, donde es-
tudió a fondo el potente Estado
de bienestar de ese país
nórdico—, el déficit social ocurre
en todos los componentes del Es-
tado de bienestar español, sea sa-
nidad, educación, vivienda so-
cial, escuelas de infancia, servi-
cios de ayuda a las personas con
dependencia, pensiones no con-
tributivas y servicios sociales,
así como en las transferencias
públicas que tienen como objeti-
vo prevenir la exclusión social.

“La causa mayor de este gran
retraso social es la falta de volun-
tad política de los sucesivos go-
biernos españoles de aumentar
los ingresos al Estado e incre-
mentar sustancialmente el gas-
to público social a fin de conver-
ger socialmente con los países
de la UE-15. Las fuerzas conser-
vadoras y liberales tienen una
excesiva influencia en las institu-
ciones políticas de España. El ar-
gumento que tales fuerzas utili-
zan, indicando que es el sector
privado el que debiera realizar
las labores del Estado de bienes-
tar, ignora la enormidad del pro-
blema social de España. El sec-
tor privado puede complemen-

tar, pero no sustituir la función
pública del Estado de bienestar.
Cáritas no puede hacer la fun-
ción que debe hacer el sector pú-
blico. Su queja está totalmente
justificada. No puede ser que
constantemente se estén encon-
trando fondos especiales para
ayudar a la banca, por ejemplo,
mientras que las autoridades pú-
blicas continúan olvidando las
enormes necesidades sociales
de las clases populares”, afirma
el profesor Navarro. En 2006 pu-
blicó el libro El subdesarrollo so-
cial de España. Causas y conse-
cuencias, denunciando que el Es-
tado de bienestar español era
uno de los más retrasados de la
Unión Europea.

La situación no ha mejorado,
como ahora deja en evidencia la
crisis. Vicenç Navarro dibuja
una realidad aún más grave. “Es-
te enorme retraso social de Espa-
ña no se debe a que seamos po-
bres. En realidad, el PIB per cápi-
ta de España es ya el 94% del
promedio de la UE-15. En cam-
bio, el gasto público social por
habitante es sólo el 74% del pro-
medio de la UE-15. En otras pala-
bras, España se gasta en su Esta-
do de bienestar 74.000 millones
de euros menos de lo que le co-
rrespondería por su nivel de de-
sarrollo económico. Y los que su-
fren más estos enormes déficits
de gasto público social son las
comunidades autónomas, y,
muy en especial, los municipios,
que son las cenicientas de la de-
mocracia española”.

La crisis ha cambiado el per-
fil de las personas que se acer-
can a pedir ayuda a los servicios
sociales, públicos o privados. Au-
mentan las familias jóvenes con
niños pequeños, en primer lu-
gar; parados recientes que co-
mienzan a agotar la prestación
por desempleo y a entrar en si-
tuación de “ingreso cero” en sus
hogares; hombres solos sin ho-
gar y en paro; mujeres mayores
con pensiones mínimas, e inmi-

grantes en situación irregular
(uno de cada tres hogares sin
ingresos está formado por ex-
tranjeros porque “en menos de
un año los inmigrantes han per-
dido más de medio millón de
empleos”). Cáritas —6.000 pun-
tos de acción en toda España,
56.000 voluntarios y 4.400 tra-
bajadores contratados— atribu-
ye esa situación, entre otros mo-
tivos, a “una grave falta de previ-
sión y ajuste ante la crisis”.

Donde más salta a la vista el
perfil de los nuevos pobres es en
las llamadas cocinas económi-
cas, de las Hermanas de la Cari-
dad de San Vicente Paul. En
2005 ganaron el Premio Prínci-
pe de Asturias de la Concordia y
por sus manos pasan decenas
de miles de pobres, a desayu-
nar, almorzar o cenar gratis.
También gestionan talleres ocu-
pacionales, de integración. “No
sé si podrán hacer fotografías
en el comedor porque vienen
personas que sienten vergüenza
que les vean”, afirma sor Dolo-
res Jiménez Muro, la directora
de la Cocina Económica de San-
tander. En 2008 atendieron en
el comedor a 7.549 personas
(800 más que el año anterior).
En total, sirvieron 31.961 comi-
das, 5.671 desayunos y 7.501 ce-
nas, además de miles de bocadi-
llos. Como el resto de las organi-
zaciones de caridad, reciben di-
nero público, pero el grueso de
sus gastos corre por cuenta de
donaciones de particulares o
empresas. Hace poco, la socie-
dad encargada de la limpieza en
la ciudad de Santander, Ascan-
Geaser, le entregó 7.000 euros.
Era el importe de la comida
anual que empresa y trabajado-
res habían acordado suprimir
con ese fin.

“Con la crisis han aumentado
las donaciones y crece el núme-
ro de socios colaboradores. La
respuesta está siendo muy gene-
rosa. La gente quiere arrimar el
hombro”, sostiene María Ánge-
les Martín Piñals, secretaria ge-
neral de Caritas Valencia. Aboga-
da de oficio, dejó la profesión,
no sin desgarro, para dedicarse
a la organización, en la que ya
trabajaba como asesora jurídi-
ca. Lleva 13 años en el cargo.
“Este es un observatorio impre-
sionante para ver las consecuen-
cias de la crisis. Muchas veces
veo cosas y nos llegan casos que
me dejan sin respirar. Así que
cuando se oye eso de que han
pagado 94 millones por un futbo-
lista, imagine cómo nos senti-
mos”, lamenta quien este año ne-
cesitará un 71% más de dinero,
sin saber todavía de dónde va a
salir.

Trampas y miserias
del Estado de bienestar
Los servicios públicos, atascados por la crisis, desvían a miles de
ciudadanos hacia Cáritas P España destina a gasto social 74.000
millones menos de lo que le correspondería por su nivel de desarrollo
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“España es un gigante económi-
co con pies de barro sociales”.
Esta advertencia del economista
Vicenç Navarro resume las alar-
mas de las organizaciones de ca-
ridad ante los desastres que está
causando la crisis en cientos de
miles de hogares españoles. En
2008, Cáritas atendió a un 50%
más de personas que en 2007 y
ahora las peticiones de alimen-
tos y artículos básicos aumen-
tan el 89,6%, y un 65,2% las ayu-
das para hacer frente a alquile-
res o hipotecas. Los mismos in-
crementos están registrando las
cocinas económicas de las Hijas
de la Caridad o el Banco de Ali-
mentos en sus múltiples sedes.
En la España que “va bien”, hay
gente que no tiene para comer y
ha de esperar hasta cinco meses
a que la Administración Pública,
en sus diferentes niveles, le con-
ceda las ayudas a las que tiene
derecho por ley.

Buena parte de las personas
atendidas por las organizacio-
nes católicas de caridad acudie-
ron antes a los servicios sociales
públicos, sin resultado alguno. A
veces, son estos servicios públi-
cos quienes, desbordados o sin
presupuesto, envían a esas per-
sonas a las ONG, para que les
atiendan. “Es una grave dimi-
sión de responsabilidades”, la-
menta el secretario general de
Cáritas, Silverio Agea. El 52% de
las personas que atiende Cáritas
han sido derivados desde los
ayuntamientos. “Cáritas tiene el
compromiso de fe para atender
a estas personas, pero quienes
tienen la obligación son las ad-
ministraciones públicas, que
son quienes administran nues-
tros impuestos”, sentencia.

Al profesor Navarro, catedrá-
tico de Políticas Públicas en la
Universidad Pompeu Fabra, en
Barcelona, las quejas y denun-
cias de Cáritas no le han sorpren-
dido. Lleva años advirtiendo con-
tra las mentiras que escondía la
reiterada presunción de que “Es-
paña va bien”, proclamada sin
rubor por gobernantes de todos
los colores ideológicos. “Cáritas
añade su voz a una larga lista de
documentos que muestran las
enormes insuficiencias del gas-
to público social en España y en
cada una de sus comunidades
autónomas. Aunque nuestro
país ha hecho grandes avances
en las áreas económicas, esta-
mos todavía muy retrasados en

las áreas sociales. En realidad,
treinta años después de haber
terminado la dictadura (que se
caracterizó por su enorme insen-
sibilidad social), España conti-
núa estando a la cola del gasto
público social por habitante en
la UE-15 (el grupo de países de
semejante desarrollo económi-
co al nuestro)”, reitera de nuevo
Vicenç Navarro.

Silverio Agea, de Cáritas, coin-
cide en el análisis. Pese a la in-

tensidad de la crisis, “los fondos
públicos para ayudas básicas es-
tán este año en el mismo nivel
que en 2007”. Agea concluye re-
clamando un “pacto de Estado”
para cubrir a todos los necesita-
dos en todo el territorio nacio-
nal, sin diferencias entre autono-
mías.

Cáritas acaba de publicar un
informe elaborado por los exper-
tos Miguel Laparra (Universi-
dad Pública de Navarra) y Luis
Ayala (Universidad Rey Juan
Carlos) sobre el sistema de ga-
rantía de ingresos mínimos en
España y la respuesta urgente
que requiere la crisis social. El
trabajo incide en que el sistema
de protección español está “sie-
te puntos por debajo de la Unión
Europea”. Será remitido a los
grupos parlamentarios y al Go-
bierno porque, como explicó
Agea, “Cáritas tiene el objetivo
de complementar los servicios
públicos, no de sustituirlos”.

Primeras horas en una de las
468 oficinas de Cáritas en la dió-

cesis de Madrid. Acaba de entrar
una muchacha. Tiene 28 años,
pero aparenta menos. Llega con
dos chiquillos. Vive en la barria-
da de Carabanchel y acaba de
quedarse sin casa. Tampoco tie-
ne trabajo. Y ha perdido, ade-
más, al padre de sus hijos. Se ha
marchado. Nada, no tiene nada.
La mujer parece asustada, como
un perrito apaleado. Ha acudido
antes a las puertas del Estado.
En realidad, llega a Cáritas remi-
tida por los servicios sociales mu-
nicipales. Es evidente que tiene
derecho a una atención urgente,
de emergencia, por parte de la
Administración autonómica o
municipal (una vivienda de inte-
gración, la renta social básica, el
llamado salario social, etcétera),
pero los servicios públicos están
saturados. Ahora mismo, tardan
meses —un mínimo de dos, a ve-
ces más de cinco meses— en tra-
mitar esas ayudas, así que la pro-
pia trabajadora social ha toma-
do la decisión de remitir el caso
a Cáritas.

La situación se repite miles
de veces en toda España. “Es el
pan nuestro de cada día”, lamen-
ta Carmelo Corada, de Cáritas
Bilbao. “Nosotros llegamos a
donde podemos, pero no pode-
mos con todo”, añade. La mayo-
ría de las veces, el problema no
es el dinero, sino la burocracia.
“Esas personas tienen derecho a
las ayudas oficiales, que termi-
nan cobrando. Pero la adminis-
tración tarda meses en dar una
respuesta, así que nos piden
que, mientras tanto, solucione-
mos la emergencia y adelante-
mos el dinero. Hemos pedido a
la Administración que busque
las respuestas adecuadas. No
puede funcionar ahora con los
mismos medios y los mismos es-
quemas”, sentencia Corada.

“Los trámites de las ayudas
públicas para estos casos de
emergencia (también para las
tramitaciones ordinarias) son
desesperantes. A veces, la perso-
na en apuros debe esperar un
mes para ser escuchada (lo lla-
man “cita previa”), y otros tres o
cuatro meses (ahora, incluso
más), hasta que la burocracia to-
ma una determinación, casi
siempre favorable. Pero hay que
comer cada día, o hay que pagar
el alquiler, así que acuden a no-
sotros, que podemos decidir en
cada comento. A veces son las
propias trabajadoras sociales
del Ayuntamiento las que nos lla-
man con la recomendación. Es

verdad que lo normal es que nos
repongan ese dinero, pero el pro-
blema no debe resolverse así.
Cuando llegan a nosotros, esas
personas están enfadadas por
tanto vete allí o vete allá. Están
angustiadas y se enfadan. Es nor-
mal. Los trámites administrati-
vos deben cumplirse bien, pero
no puede ser que se prolonguen
durante tanto tiempo”, lamenta
el dirigente de Cáritas Bilbao.

A la muchacha de Caraban-
chel que llegó con sus dos críos
la atendió personalmente Con-
cha García, coordinadora técni-
ca de Cáritas Madrid. “Nos preo-
cupa el número creciente de per-
sonas que llegan a nosotros en-
viados por los servicios sociales
públicos. Pueden representar el
54%, incluso el 56%”, afirma.

La mañana en que atiende la
llamada del EL PAÍS, Concha
García ha asistido a una reunión
en la sede de Cáritas con la con-
cejala de Familia y Asuntos So-
ciales en el Ayuntamiento de Ma-
drid, Concepción Dancausa. Bus-
can solución a situaciones que
les han desbordado de manera
espectacular. Un dato: en Ma-
drid, la tramitación de las ayu-
das de renta mínima de inser-
ción se demora muchas veces en-
tre cuatro y diez meses”. “Horri-

ble”, exclama la persona que fa-
cilita la información, con lujo de
detalles, a este periódico.

En la visita de la concejala
Dancausa a Cáritas, los datos
quedaron encima de la mesa. Cá-
ritas Madrid se extiende en una
red de 468 parroquias (91 en zo-
nas rurales). También adminis-
tra dos edificios con 120 vivien-
das de integración. Sin embargo,
el dato que afea toda posible
comparación con los servicios so-
ciales públicos tiene que ver con
el esfuerzo humano movilizado:
Caritas cuenta con 6.693 perso-
nas (6.538 voluntarios y 155 con-
tratados), frente a los apenas
600 trabajadores sociales del co-
losal Ayuntamiento de Madrid.

Según el economista Vicenç
Navarro, marcadamente social-
demócrata —vivió algunas déca-
das exiliado en Suecia, donde es-
tudió a fondo el potente Estado
de bienestar de ese país
nórdico—, el déficit social ocurre
en todos los componentes del Es-
tado de bienestar español, sea sa-
nidad, educación, vivienda so-
cial, escuelas de infancia, servi-
cios de ayuda a las personas con
dependencia, pensiones no con-
tributivas y servicios sociales,
así como en las transferencias
públicas que tienen como objeti-
vo prevenir la exclusión social.

“La causa mayor de este gran
retraso social es la falta de volun-
tad política de los sucesivos go-
biernos españoles de aumentar
los ingresos al Estado e incre-
mentar sustancialmente el gas-
to público social a fin de conver-
ger socialmente con los países
de la UE-15. Las fuerzas conser-
vadoras y liberales tienen una
excesiva influencia en las institu-
ciones políticas de España. El ar-
gumento que tales fuerzas utili-
zan, indicando que es el sector
privado el que debiera realizar
las labores del Estado de bienes-
tar, ignora la enormidad del pro-
blema social de España. El sec-
tor privado puede complemen-

tar, pero no sustituir la función
pública del Estado de bienestar.
Cáritas no puede hacer la fun-
ción que debe hacer el sector pú-
blico. Su queja está totalmente
justificada. No puede ser que
constantemente se estén encon-
trando fondos especiales para
ayudar a la banca, por ejemplo,
mientras que las autoridades pú-
blicas continúan olvidando las
enormes necesidades sociales
de las clases populares”, afirma
el profesor Navarro. En 2006 pu-
blicó el libro El subdesarrollo so-
cial de España. Causas y conse-
cuencias, denunciando que el Es-
tado de bienestar español era
uno de los más retrasados de la
Unión Europea.

La situación no ha mejorado,
como ahora deja en evidencia la
crisis. Vicenç Navarro dibuja
una realidad aún más grave. “Es-
te enorme retraso social de Espa-
ña no se debe a que seamos po-
bres. En realidad, el PIB per cápi-
ta de España es ya el 94% del
promedio de la UE-15. En cam-
bio, el gasto público social por
habitante es sólo el 74% del pro-
medio de la UE-15. En otras pala-
bras, España se gasta en su Esta-
do de bienestar 74.000 millones
de euros menos de lo que le co-
rrespondería por su nivel de de-
sarrollo económico. Y los que su-
fren más estos enormes déficits
de gasto público social son las
comunidades autónomas, y,
muy en especial, los municipios,
que son las cenicientas de la de-
mocracia española”.

La crisis ha cambiado el per-
fil de las personas que se acer-
can a pedir ayuda a los servicios
sociales, públicos o privados. Au-
mentan las familias jóvenes con
niños pequeños, en primer lu-
gar; parados recientes que co-
mienzan a agotar la prestación
por desempleo y a entrar en si-
tuación de “ingreso cero” en sus
hogares; hombres solos sin ho-
gar y en paro; mujeres mayores
con pensiones mínimas, e inmi-

grantes en situación irregular
(uno de cada tres hogares sin
ingresos está formado por ex-
tranjeros porque “en menos de
un año los inmigrantes han per-
dido más de medio millón de
empleos”). Cáritas —6.000 pun-
tos de acción en toda España,
56.000 voluntarios y 4.400 tra-
bajadores contratados— atribu-
ye esa situación, entre otros mo-
tivos, a “una grave falta de previ-
sión y ajuste ante la crisis”.

Donde más salta a la vista el
perfil de los nuevos pobres es en
las llamadas cocinas económi-
cas, de las Hermanas de la Cari-
dad de San Vicente Paul. En
2005 ganaron el Premio Prínci-
pe de Asturias de la Concordia y
por sus manos pasan decenas
de miles de pobres, a desayu-
nar, almorzar o cenar gratis.
También gestionan talleres ocu-
pacionales, de integración. “No
sé si podrán hacer fotografías
en el comedor porque vienen
personas que sienten vergüenza
que les vean”, afirma sor Dolo-
res Jiménez Muro, la directora
de la Cocina Económica de San-
tander. En 2008 atendieron en
el comedor a 7.549 personas
(800 más que el año anterior).
En total, sirvieron 31.961 comi-
das, 5.671 desayunos y 7.501 ce-
nas, además de miles de bocadi-
llos. Como el resto de las organi-
zaciones de caridad, reciben di-
nero público, pero el grueso de
sus gastos corre por cuenta de
donaciones de particulares o
empresas. Hace poco, la socie-
dad encargada de la limpieza en
la ciudad de Santander, Ascan-
Geaser, le entregó 7.000 euros.
Era el importe de la comida
anual que empresa y trabajado-
res habían acordado suprimir
con ese fin.

“Con la crisis han aumentado
las donaciones y crece el núme-
ro de socios colaboradores. La
respuesta está siendo muy gene-
rosa. La gente quiere arrimar el
hombro”, sostiene María Ánge-
les Martín Piñals, secretaria ge-
neral de Caritas Valencia. Aboga-
da de oficio, dejó la profesión,
no sin desgarro, para dedicarse
a la organización, en la que ya
trabajaba como asesora jurídi-
ca. Lleva 13 años en el cargo.
“Este es un observatorio impre-
sionante para ver las consecuen-
cias de la crisis. Muchas veces
veo cosas y nos llegan casos que
me dejan sin respirar. Así que
cuando se oye eso de que han
pagado 94 millones por un futbo-
lista, imagine cómo nos senti-
mos”, lamenta quien este año ne-
cesitará un 71% más de dinero,
sin saber todavía de dónde va a
salir.

Trampas y miserias
del Estado de bienestar
Los servicios públicos, atascados por la crisis, desvían a miles de
ciudadanos hacia Cáritas P España destina a gasto social 74.000
millones menos de lo que le correspondería por su nivel de desarrollo

sociedad

EParticipe
¿Cree que el Estado debe asumir
todas las prestaciones sociales?

culturasociedad gente

El sistema de
protección español
está siete puntos
por debajo de la UE

Los servicios sociales
públicos tardan
hasta cinco meses en
tramitar las ayudas

La crisis revela que
España es un gigante
económico con pies
de barro sociales

Las peticiones de
alimentos y
artículos básicos
aumentan el 89,6%

“En Cáritas llegamos
a donde podemos,
pero no podemos
con todo”

Los nuevos pobres
colman la capacidad
de las ‘cocinas
económicas’

La crisis ha desbordado los
centros de caridad, como
el de la imagen,
del Comedor Económico
de Santander. / pablo hojas
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¿Cabe imaginar un parecido en-
tre Las Vegas, Orlando y Ontiñe-
na? Ontiñena, localidad oscense
de 650 habitantes, de paisaje ári-
do y economía de subsistencia, ha
sido elegida sede de Gran Scala,
un proyecto de ocio diseñado pa-
ra atraer a 25 millones de visitan-
tes anuales. ¿Gran Scala o gran
estafa? Es una pregunta que se
hace la sociedad aragonesa. El Go-
bierno aragonés patrocina el pro-
yecto hasta sus últimas conse-
cuencias. Durante el mes de ju-
nio, Gran Scala ha dado sus prime-
ros pasos: tiene suelo (3.000 hec-
táreas en Ontiñena) y una ley a la
carta aprobada hace una semana
en Las Cortes de Aragón. Le toca
el turno al dinero: o aparece por
el horizonte o el Gobierno arago-
nés tendrá un problema.

La polémica dura 18 meses. El
12 de diciembre de 2007 se pre-
sentó un proyecto para transfor-
mar Los Monegros en un Las Ve-
gas europeo. Las cifras que se di-
vulgaron (17.000 millones de in-
versión, 32 casinos, 70 hoteles,
cinco parques temáticos, 65.000
empleos directos) eran tan ex-
traordinarias que mucha gente
pensó que el Gobierno aragonés,
con su presidente a la cabeza, es-
taba dando carta de naturaleza a
una locura sin sentido.

Los sospechosos antecedentes
de algunos de los personajes rela-
cionados con el proyecto y la falta
de transparencia sobre la identi-
dad de los inversores agravaron
la incredulidad. El principal de-
fensor de Gran Scala era José Án-
gel Biel, vicepresidente del Go-
bierno aragonés y líder del Par,
socio de la coalición gobernante.
Políticos socialistas comentaban
en voz baja su desasosiego por de-
fender un proyecto con tantas in-
certidumbres y ninguna garantía.

Durante meses, las noticias ali-
mentaron a los escépticos. Viajes
oficiales a Las Vegas, Orlando y
París. Actos promocionales don-
de se habló del proyecto sin con-
creción. Los canapés y los viajes
los pagaba el Gobierno de Ara-
gón. Daba la impresión de que
mientras unos gastaban saliva,
otros pagaban las facturas.

También se supo de la firma
de un protocolo entre el Gobierno
de Aragón y la empresa Interna-
tional Leisure Development
(ILD), con sedes en Londres y Car-
diff, mediante el cual el Gobierno
se comprometía, entre otras co-

sas, a “adecuar la normativa admi-
nistrativa a los requerimientos
del proyecto”. Es decir, una ley a
gusto del promotor en una región
con la ley del juego más restricti-
va de España. En Aragón sólo se

autoriza un casino por provincia.
Los promotores querían una ley
para 32 casinos en una localidad.
El Gobierno ha cumplido su par-
te. La Ley sobre Centros de Ocio
de Alta Capacidad fue aprobada
la pasada semana con el apoyo
del PSOE, el Par y la abstención
del PP en algunos artículos.

Muchas asociaciones cívicas
han mostrado su oposición y han
generado una opinión en contra.
Desde Cáritas hasta Ecologistas
en Acción, pasando por la Funda-
ción Ecología y Desarrollo, han si-
do numerosos los profesionales
que han alertado al Gobierno de
los riesgos de un gran engaño. No-
ticias divulgadas acerca de la sol-
vencia de ILD no eran muy hala-
güeñas. Tampoco las referentes a
socios radicados en paraísos fisca-

les u ocultos tras el anonimato de
fondos de inversión. Fue muy cri-
ticada la negativa de ILD a abrir
oficina en Zaragoza. Por otra par-
te, el sector del juego no se carac-
teriza por su transparencia ni por
los buenos modales de algunos
empresarios. Y, a todo esto, el em-
presariado aragonés ha manteni-
do un prudente silencio. Jesús
Morte, presidente de la patronal,
reconoce que no han existido con-
tactos entre los promotores y em-
presarios aragoneses. “No es una
crítica. No se nos ha pedido nada,
pero nos gustaría estar cerca de
la participación de un proyecto
de esta magnitud”.

Otra incógnita. El suelo. Se ha-
blaba de Los Monegros, pero
¿dónde? Gran Scala necesitaba al
menos 2.000 hectáreas. El Gobier-

no aragonés había encargado un
estudio a sus técnicos. Del estudio
salieron cinco localizaciones cu-
yos nombres eran secretos: Villa-
nueva de Sigena, La Almolda, Se-
na, Valfarta y Ontiñena. La última
palabra era de los promotores,
que descartaron dos: Sena (no les
gustaba su ubicación) y Valfarta
(por las granjas de ganado porci-
no en sus alrededores).

ILD encargó al despacho de
abogados de Garrigues las gestio-
nes. Los primeros pasos se dieron
en Villanueva de Sirena. Fracaso:
tres propietarios acumulaban
buena parte del suelo y quisieron
dar el pelotazo. La segunda esta-
ción fue La Almolda. Nuevo fraca-
so: oposición de ayuntamiento y
vecinos. Quedaba así Ontiñena, la
quinta opción. En febrero comen-
zaron las gestiones. El alcalde Án-
gel Torres (PP) respaldó la opera-
ción con 1.300 hectáreas de suelo
municipal. Más de 50 vecinos han
firmado ya a 9.000 euros la hectá-
rea. ILD utiliza una curiosa fór-
mula de opciones de compra: pa-
ga el 4% de lo acordado por una
opción que se renueva cada 8 me-
ses. Así hasta tres renovaciones.
“ILD apenas se ha gastado
120.000 euros”, sostiene José

Luis Batalla, registrador jubilado,
“y se ha asegurado más de 2.000
hectáreas para decidir”.

Todas estas acusaciones no pa-
recen alterar el ánimo de Jaume
Riera y Josep Carreras, abogados
de Barcelona que han interpreta-
do el papel de portavoces de Gran
Scala durante este último año y
medio. “ILD es un joint venture
que se monta para firmar un pro-
tocolo de inversión”, afirma Rie-
ra. “Lo que hay que ver es qué hay
detrás y lo que hay detrás son em-
presas con 5.000 millones de fac-
turación. Si sólo miran ILD verán
que no tiene empleados. ¿Capi-
tal? El mínimo. ¿Ingresos? Ningu-
no. ¿Gastos? Los necesarios para
pagar unos estudios de mercado.
Hasta el momento nos hemos mo-
vido en una gran incógnita: si no
había una predisposición del Go-
bierno, no arrancábamos”.

Riera contesta a las acusacio-
nes con una reflexión: “Reivindi-
co el ingenio para promover co-
sas diferentes. Es un proyecto sin-
gular y complejo, pero aquí pare-
ce que todo va a terminar en un
pelotazo. La actitud de mucha
gente ha sido despectiva y des-
tructiva. No hemos tenido ningún
beneficio y llevamos largo tiempo
con este proyecto”. Riera anuncia
que, tras la aprobación de la ley,
llega “una fase más constructiva”.
“Tenemos que presentar un pro-
yecto al Gobierno. En este tiempo
hemos cerrado acuerdos con ope-
radoras. Si dentro de unos meses
no hay operadoras no hay proyec-
to: esto no funciona con dos casi-
nos y un parque temático”.

Gran Scala o gran estafa
Aragón aprueba una ley para construir un Las Vegas europeo en Ontiñena

La Ley de Centros de Ocio de
Alta Capacidad ha sido bautiza-
da también como la Ley Gran
Scala. Su contenido es polémi-
co y no sólo por el mero hecho
de que permita la aglomera-
ción de casinos de juego en un
mismo territorio sino también
porque el informe previo ela-
borado por los letrados de las
Cortes de Aragón presentó al-
gunas salvedades, en tres de
las cuales planteaban dudas so-
bre la constitucionalidad de
los artículos.

Según expertos en derecho,
la ley presenta novedades muy
discutibles. Una de las que
más ha llamado la atención es
la forma de gobierno que se
instala en el territorio objeto
de un proyecto de ocio. “La ley
le quita competencias al ayun-
tamiento sobre los terrenos
del proyecto y sustituye su au-
toridad por la de un consorcio,
del que entra a formar parte el
Gobierno de Aragón y autori-
dades de la comarca”, explica
Fernando López Román, presi-

dente de la Fundación Ecolo-
gía y Desarrollo. “Siguiendo
sus artículos, Gran Scala pasa-
ría a ser una especie de ciudad
privada, sin alcalde ni conceja-
les, con sus propias normas ur-
banísticas y un ordenamiento
jurídico especial. La decisión
sobre cualquier licencia la ten-
dría el consorcio”. “¿Estaría
permitida una manifestación
en ese territorio?”, se pregun-
ta López Román. “Tal y como
está la ley, no queda claro as-
pecto tan importante”.

Maquetas del proyecto Gran Scala: Las Vegas de Los Monegros, que pretende ser el mayor centro de juego del mundo. / gobierno de aragón

La ciudad privada

Paisaje del desierto de Los Monegros, donde se pretende construir los casinos. / efe

LUIS GÓMEZ
Zaragoza

La empresa sólo ha
invertido por ahora
120.000 euros
en el megaproyecto

IDL asegura que
hay implicadas
en el asunto firmas
de gran solvencia

Los empresarios
aragoneses no han
sido consultados:
“No nos piden nada”

Desde Cáritas hasta
las asociaciones
ecologistas se
muestran en contra
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